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Construcciones Casas, 25, S.L. de la Resolución adoptada
por el Secretario General Técnico, al recurso administrativo
interpuesto, contra la dictada por el Delegado de Gobierno de
la Junta de Andalucía en Córdoba, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 4 de noviembre de 2005.

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de
los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. La Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Córdoba dictó la Resolución de referencia, por la que
se impone a la entidad una sanción de novecientos euros (900
euros), tras la tramitación del correspondiente expediente san-
cionador, por infracción en materia de consumo.

Segundo. Contra la anterior Resolución, el interesado in-
terpone recurso de alzada, en el que, en síntesis, alegó lo que
a su derecho convino.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación de la Excma. Sra. Consejera mediante la Or-
den de 30 de junio de 2004, para conocer y resolver el presen-
te recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, y artículo 39. 8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autóno-
ma de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
11/2004, de 24 de abril, sobre reestructuración de Consejerías,
y el Decreto 199/2004, de 11 de mayo, por el que se aprueba
la estructura orgánica de la Consejería de Gobernación.

Segundo. El recurrente presentó recurso de alzada contra
la resolución sancionadora; a la vista del mismo se dictó sen-
dos oficios de fechas 13 de abril, 9 de mayo y 7 de junio de
2005, con el contenido siguiente: «En relación con su escrito
de recurso de fecha de registro de entrada 30 de julio de 2004,
contra resolución del Delegado del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Córdoba, recaída en el expediente cuya referen-
cia consta arriba, el art. 32.3 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre de 1992, establece que «para formular solicitudes,
entablar recursos, desistir de acciones y renunciar a derechos
en nombre de otra persona, deberá acreditarse la representa-
ción por cualquier medio válido en derecho que deje constan-
cia fidedigna, o mediante declaración en comparecencia per-
sonal del interesado»; analizado el mismo, se observa que no
queda acreditada la representación de la entidad «Construc-
ciones Casas, 25, S.L.»

De acuerdo con el art. 71.1 de la misma Ley se le conce-
de un plazo de diez días hábiles, a contar desde el día siguien-
te a aquél en que tenga lugar la notificación de la presente,
para que se acredite la representación, con la indicación de
que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su recur-
so, previa resolución que deberá ser dictada en los términos
previstos en el art. 42 de la misma Ley, en su redacción dada
por la Ley 4/1999, de 13 de enero».

Efectuada la notificación mediante anuncio publicado en
el BOJA núm. 144, de 26 de julio de 2005 y exposición en
tablón de edictos del Ayuntamiento de Palma del Río (Córdo-

ba); solicitada la colaboración de la misma Delegación del
Gobierno para proceder a la notificación, con el siguiente con-
tenido: «(...) le comunico que va a ser imposible dicha noti-
ficación, dado que se ha realizado visita a los dos estable-
cimientos sitos en los domicilios que indica en su escrito, y se
encuentran cerrados»; transcurrido el plazo concedido, no se
ha acreditado lo solicitado mediante oficio, por lo que se ha
de tener al recurrente por desistido en el recurso interpuesto,
sin entrar en el fondo del asunto.

Vistos los preceptos citados y normas de general y espe-
cial aplicación,

R E S U E L V O

Ordenar el archivo por desistimiento, del Recurso de Alzada
interpuesto por don Daniel Rey Vara en nombre y representación
de la entidad «Construcciones Casas, 25, S.L.», contra Resolu-
ción de la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en
Córdoba, confirmando la misma en todos sus términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico, Fdo.: Rafael
Cantueso Burguillos.»

Contra la presente resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día si-
guiente al de su notificación o publicación, ante los corres-
pondientes órganos judiciales de este Orden, todo ello de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción con-
tencioso-administrativa.

Sevilla, 11 de enero de 2006.- El Jefe del Servicio, Manuel
Núñez Gómez.

ANUNCIO del Servicio de Legislación de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la Resolución
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso de
alzada interpuesto por don Bhagwan Sukhwani Ganga-
ram, en nombre y representación de Edificios Argos, S.A.,
contra otra dictada por el Delegado del Gobierno en
Málaga recaída en el Expte. 33/04-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la
Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común e intentada sin efecto la notificación personal al recu-
rrente don Bhagwan Sukhwani Gangaram, en nombre y repre-
sentación de Edificio Argos, S.A., de la Resolución adoptada
por el Secretario General Técnico, al recurso administrativo
interpuesto, contra la dictada por el Delegado de Gobierno de
la Junta de Andalucía en Málaga, por la presente se procede a
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su
domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

 «En la ciudad de Sevilla, a veintinueve de septiembre de 2005

Visto el recurso de alzada interpuesto, y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 20 de enero de 2004 el Delegado del Go-
bierno de la Junta de Andalucía en Málaga acordó la inicia-
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ción de expediente sancionador contra la entidad «Edificio Ar-
gos, S.A.» ya que a consecuencia de la reclamación formula-
da por un consumidor se constata el hecho de que el recla-
mante adquirió una vivienda unifamiliar a la citada entidad,
en el conjunto «Aldea Beach» de Torremolinos, que le fue en-
tregada en junio de 2002 y, desde esa fecha observó deficien-
cias en diversas zonas, basadas principalmente en la entrada
de agua al interior del sótano. Por parte de la empresa se
realizó una intervención al respecto que no solucionó el pro-
blema por lo que el reclamante solicitó un estudio a una em-
presa especializada. Con fecha 18 de agosto de 2002 visita la
vivienda un perito de la empresa Revsis, cuyos servicios fue-
ron contratados por la Dirección General de Consumo, quien
constata la existencia de diferencias y deficiencias en los dis-
tintos elementos constructivos de la edificación con respecto
a la memoria de calidades facilitados (solería de escalera, fal-
ta de cristal de seguridad en las ventanas de planta baja) se-
gún se detalla en el informe pericial evacuado con fecha 28 de
noviembre de 2002 y que se incluye en el expediente así como
la existencia de humedades en techos y parámetros de diver-
sas habitaciones y sótano.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el día 19 de octubre de 2004 dictó Resolución por la
que se impone a la citada entidad la sanción de 9.000 euros
(por no respetar la oferta contenida en la memoria de calida-
des) y 9.000 euros (por alteración o fraude en garantía), por
infracción tipificada en el artículo 34.4 de la Ley 26/1984,
General para la Defensa de Consumidores y Usuarios, en rela-
ción con el artículo 3 apartado 3.1. apartados 3, 4 y 5, del
Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, por el que se regu-
lan las infracciones y sanciones en materia de defensa del
consumidor y de la producción agroalimentaria, al haberse
vulnerado lo dispuesto en los artículos 8.1 de la citada Ley
26/1984 y artículo 3 del Real Decreto 515/1989, de 21 de
abril, que regula la Protección de los consumidores en cuan-
to a la información a suministrar en la compraventa y arren-
damiento.

Tercero. Notificada la Resolución el 27 de agosto de 2004,
el interesado interpuso el 26 de noviembre recurso de alzada,
alegando:

- Que en el Dictamen Pericial emitido en los Autos de proce-
dimiento Ordinario número 431/04 que se sigue en el Juzgado
de Primera Instancia número 1 de Málaga se concluye que la
diferencia entre Climalit y el Stadip únicamente consiste en la
diferencia de atenuación acústica superior para este último y
respecto al mármol de las escaleras que existen dos partidas en
las mediciones y presupuestos del Proyecto una para el solado
de la vivienda y otra para el forrado de las escaleras.

- Inexistencia de fraude en la garantía respecto a las filtra-
ciones y humedades en el sótano.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso, a
tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 39.8 de la
Ley del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autóno-
ma de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
11/2004, de 24 de abril, sobre reestructuración de Consejerías
y el Decreto 199/2004, de 11 de mayo, por el que se aprueba la
estructura orgánica de la Consejería de Gobernación.

Segundo. Del examen del expediente se desprende que
los hechos imputados no han quedado desvirtuados por el

interesado que insiste en lo dicho en actuaciones preceden-
tes, por lo cual, en aras al principio de economía procesal y
para evitar innecesarias repeticiones, nos remitimos íntegra-
mente a los distintos razonamientos y considerandos que se
han vertido en los sucesivos trámites del procedimiento admi-
nistrativo ya que, el recurso administrativo, en cuanto medio
de impugnación dirigido a la revocación o reforma de las reso-
luciones administrativas, debe consistir en una razonada críti-
ca de la motivación contenida en el acto recurrido, de manera
que no es admisible la mera reiteración o reproducción de
aquellas manifestaciones que la interesada realizó en el trámi-
te de alegaciones, por cuanto éstas ya fueron contestadas y
rebatidas acertadamente en la resolución que puso fin al pro-
cedimiento. En este sentido se pronuncia la Sentencia del Tri-
bunal Supremo de 5 de noviembre de 1990.

No obstante debe añadirse que, con base en el art. 89.5
de la Ley 30/1992, a cuyo tenor: «La aceptación de informes
o dictámenes servirá de motivación a la Resolución cuando se
incorporen al texto de la misma», se reproduce a continuación
parte del informe emitido el día 30 de noviembre de 2004,
evacuado conforme al artículo 114.2 del mismo cuerpo legal y
que manifiesta «... Mediante la tramitación del procedimiento
sancionador que nos ocupa no se trata de determinar si la
diferencia de calidades es indemnizable, competencia de la
jurisdicción ordinaria, sino proteger los intereses generales de
los consumidores mediante la represión de las conductas
antijurídicas, típicas y culpables de las que ha tenido conoci-
miento la administración. Resulta cierto y probado y así lo
corrobora el informe pericial al que hace referencia la recu-
rrente que la empresa no respetó la oferta contenida en la
memoria de calidades, hechos que están tipificados como in-
fracción administrativa en la normativa de aplicación. Por otra
parte, el que en las mediciones y presupuestos del proyecto se
haga referencia a dos partidas diferentes de mármol no puede
ser tenido en cuenta a los efectos pretendidos toda vez que
tales presupuestos y mediciones afectan al cumplimiento del
contrato entre la promotora y constructora pero es la memoria
de calidades la que obliga a la vendedora respecto a la parte
compradora, y en el caso que nos ocupa, la citada memoria
no hace referencia alguna a dos partidas diferentes de már-
mol. Resulta igualmente acreditado la existencia de humeda-
des imputables a la construcción y, por tanto la vendedora ha
de ser considerada responsable de la infracción consistente
en entregar al consumidor una vivienda cuya calidad no se
ajusta a lo ofertado y no proceder a su reparación estando en
garantía».

Tercero. En la resolución del presente recurso se ha teni-
do en cuenta lo dispuesto en la disposición transitoria de la
Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Protección de
los Consumidores y Usuarios de Andalucía, que reitera lo dis-
puesto en el 128.2 de la LRJAP-PAC sobre la aplicación de las
disposiciones sancionadoras más favorables, al haber entra-
do en vigor durante la tramitación del procedimiento.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones
concordantes y de general aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don
Bhagwan Sukhwani Gangaram, en representación de la en-
tidad «Edificio Argos, S.A.» contra la Resolución del Delega-
do del Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga recaída
en el expediente núm. 33/04-P (SL/RM/16377), y en con-
secuencia mantener en sus propios términos la resolución
recurrida.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico. Fdo.: Rafael
Cantueso Burguillos.»
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Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administra-
tivo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondien-
tes órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformi-
dad con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-ad-
ministrativa.

Sevilla, 11 de enero de 2006.- El Jefe del Servicio, Manuel
Núñez Gómez.

ANUNCIO del Servicio de Legislación de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la Resolución
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso de
alzada interpuesto por don Bartolomé Bellón Arboledas,
contra otra dictada por el Delegado del Gobierno en
Sevilla recaída en el Expte. CSM-3725/04.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la
Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común e intentada sin efecto la notificación personal al recu-
rrente don Bartolomé Bellón Arboledas, de la resolución adop-
tada por el Secretario General Técnico, al recurso administra-
tivo interpuesto, contra la dictada por el Delegado de Gobierno
de la Junta de Andalucía en Sevilla, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a treinta y uno de octubre de dos
mil cinco.

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de
los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. La Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Sevilla dictó la Resolución de referencia, por la que
«examinada la documentación de la reclamación presentada
por don Bartolomé Bellón Arboledas, referente al suministro
núm. 157629, analizado el histórico de consumo y verificado
el contador correspondiente con los siguientes resultados:

Marca y calibre: CDC.
Núm. contador: 157629.
Lectura: 3991,000 m3.

El criterio metrológico usado ha sido:

El especificado en el art. 34 del Decreto 120/1991 de 11
de junio por el que se aprueba el Reglamento del Suministro
Domiciliario de Agua.

Resultado de la verificación:

E1= -2,1526%, en la zona comprendida entre el caudal
mínimo y caudal de transición

E2= -0,1996%, en la zona comprendida entre el caudal
de transición y caudal máximo.

A la vista del resultado y/o estado del contador, de acuer-
do con el art. 47 del Decreto 120/1991, de 11 de junio, por el

que se aprueba el Reglamento del Suministro domiciliario de
Agua, procede:

No rehacer la facturación ya que no se ha comprobado
que el contador funciona con un error positivo superior al au-
torizado en el Decreto 120/1991, de 11 de junio de la Junta
de Andalucía».

Segundo. Contra la anterior resolución el recurrente inter-
puso recurso de alzada manifestado su desacuerdo y solici-
tando una nueva verificación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recur-
so, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114. 1 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrati-
vo Común (en adelante, LRJAP-PAC), y artículo 39. 8 de la
Ley 6/1983, de 21 de julio, del gobierno y la administración
de la Comunidad Autónoma, en relación con el Decreto del
Presidente 11/2004, de 24 de abril, sobre reestructuración de
Consejerías, y el Decreto 199/2004, de 11 de mayo, por el
que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de
Gobernación.

Segundo. Dentro del Capítulo 6.º del Reglamento del Su-
ministro Domiciliario de Agua, dedicado al control del consu-
mo, el artículo 33 establece expresamente que «la medición
de los consumos que han de servir de base para la factura-
ción de todo suministro se realizará por contador, que es el
único medio que dará fe de la contabilización del consumo».
En esta línea, la liquidación por verificación contemplada en el
art. 47 del referido Decreto, es un beneficio para el abonado
a fin de comprobar si el contador funciona de manera co-
rrecta. Si existe un error positivo superior al autorizado se
procederá a determinar la cantidad que debe ser reintegra-
da, teniendo en cuenta los consumos realmente efectuados
según las tarifas vigentes durante los meses a que deba so-
meterse la liquidación.

Solicitada y practicada en su día por el recurrente la verifi-
cación oficial del contador prevista en el artículo 47 del Decreto
120/1991, de 11 de junio, no se comprueba que dicho aparato
de medida funcione con un error fuera de los márgenes estable-
cidos por el artículo 34 de la misma norma, por lo que no debe
hacerse una nueva facturación. Por tanto, la alegaciones del
recurrente no constituyen más que una opinión personal, que
incluso han quedado desvirtuadas, según consta en la docu-
mentación del expediente, con la verificación del contador reali-
zada por Veiasa, laboratorio oficial competente en la materia.

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de
general y especial aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don
Bartolomé Bellón Arboledas contra Resolución del Ilmo. Sr.
Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Sevilla
recaída en el expediente de reclamación núm. CSM/VM/
41000/003725/04/SV, de fecha 15 de diciembre de 2004, y
confirmar la misma.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico, Fdo.: Rafael
Cantueso Burguillos.»

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administra-


